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*16485*   B-68751  "LOPES RODOLFO C/ CONCEJO DELIBERANTE DE BAHIA BLANCA S/ CONFLICTO ART. 196 CONST. PROV."

La Plata,   12  de julio de 2006.


VISTO

La solicitud de que este Tribunal se expida cautelarmente, dejando sin efecto la medida de suspensión preventiva dispuesta por el Concejo Deliberante del Partido de Bahía Blanca, y

CONSIDERANDO

Que corresponde tener presente la medida cautelar solicitada para una vez que se encuentren agregados a los autos los antecedente pertinentes.

Por ello el Tribunal 

RESUELVE

A los fines de la remisión de los antecedentes del conflicto, líbrese oficio por Secretaría al titular del Departamento Deliberativo de la Municipalidad de Bahía Blanca, quien en el término de cinco (5) días deberá enviar a este Tribunal los antecedentes relacionados con el Decreto de fecha 23—VI—06 y de las Actas Nº 10, Nº 11, Nº 12, Nº 13 y Nº 17. (arts. 196 Const. Prov.; 261 y ss. decreto-ley 6769/58).


Regístrese y notifíquese.

Eduardo Néstor de Lázzari

Eduardo Julio Pettigiani

Luis Esteban Genoud



Hilda Kogan

POR SU VOTO


El señor Juez, doctor Hitters, dijo:


I. Adhiero al voto de mis colegas preopinantes, permitiéndome formular las siguientes consideraciones complementarias.

 
II. Si bien en diversos precedentes este Tribunal ha sostenido que, en principio, la sola presentación del conflicto de poderes conlleva la suspensión de los actos cuestionados, lo ha hecho dejando a salvo que tal pauta puede reconocer excepciones (B-66.400 “Intendente Municipal de General Lamadrid”, res. del 3-IX-03; B-65.830 “Gonzalez”, res. del 3-IX-03; B-66.457 “Ostoich” res. del 10-IX-03; B-68.087 “Lutteral” res. del 15-XII-04; B-68.114 “Aguirre”, res. del 9-III-05). 

Ello por cuanto en determinados supuestos podrá hallarse mérito suficiente para no suspender la decisión impugnada (doct. causa B-64.253 “Ghironi”, res. del 17-VII-02; 

Es que, como todo arbitrio cautelar (B-68.114 “Aguirre”, res. del 9-III-05), la decisión exige del órgano jurisdiccional la ponderación de las circunstancias del caso (doct. causa B-64.519 y acumulada B-64.471 “Fiscal de Estado c/ Municipalidad de Mercedes”, res. del 4-XII-02), por lo que no cabe sino el rechazo del predicado carácter mecánico o automático de la suspensión de la medida cuestionada.

Por tal razón esta Corte ha diferido, en algunos supuestos, el tratamiento de la pretensión de marras para una vez recibidos los antecedentes del caso (causas B-68.087 “Lutteral”, res. del 1-XII-04; B-68.114 “Aguirre”, res. del 9-II-05), medida que –en atención a las circunstancias que configuran el presente- entiendo de necesaria aplicación.

III. Por las razones expuestas, reitero mi adhesión a los colegas preopinantes.







Juan Carlos Hitters
DISIDENCIA

 
El señor Juez, doctor Roncoroni, dijo:

I. El señor Rodolfo Lopes, en su carácter de representante del Departamento Ejecutivo de la Municipalidad de Bahía Blanca, acude a esta instancia por el andarivel fijado en los arts. 261 a 264 del decreto ley 6769/58, solicitando se deje sin efecto el Decreto de fecha 23—VI—06, dictado por el Concejo Deliberante de la comuna referida, así como de las Actas Nº 10, Nº 11, Nº 12, Nº 13 y Nº 17, ordenando en consecuencia el cese de la Comisión Investigadora y el Archivo de las actuaciones administrativas.

 
Señala que el Concejo Deliberante municipal, por medio del Decreto de fecha 23—VI—06 y de las Actas Nº 13 y Nº 17, dispuso desestimar total y parcialmente pruebas ofrecidas por  el aquí accionante, otorgando un exiguo plazo para su producción, decidiendo asimismo su suspensión preventiva.

II. A los fines de la remisión de los antecedentes del conflicto, líbrese oficio por Secretaría al titular del Departamento Deliberativo de la Municipalidad de Bahía Blanca, quien en el término de cinco (5) días deberá enviar a este Tribunal los antecedentes relacionados con el Decreto de fecha 23—VI—06 y de las Actas Nº 10, Nº 11, Nº 12, Nº 13 y Nº 17. (arts. 196 Const. Prov.; 261 y ss. decreto-ley 6769/58).

III. De la presentación efectuada, por la que se promueve conflicto en los términos de los artículos 196 de la Constitución de la Provincia, y de la documentación acompañada a la misma, traslado por el término de cinco (5) días al Presidente del Concejo Deliberante de la Municipalidad de Bahía Blanca, a quien se cita para que dentro del aludido término comparezca a estar a derecho y lo conteste, bajo apercibimiento de lo que hubiere lugar (arts. 196, Constitución de la Provincia; 261 y 262, L.O.M.; 59, C.P.C.C.). Notifíquese por cédula.


IV. Cabe adentrarnos al tratamiento de la medida cautelar requerida en el apartado VII de la presentación inicial. 


     1. Desde antaño ha considerado esta Suprema Corte que su intervención, a tenor de lo establecido en el artículo 196 de la Constitución Provincial, instituida en miras del restablecimiento de la juridicidad vulnerada, debe tener presente que esta clase de conflictos involucran actos que se vinculan con el ejercicio de la representación que el pueblo ha conferido a los respectivos funcionarios involucrados (doct. causa B.44.585 "Marcos Paz", sent. de 27-07-65; "Acuerdos y Sentencias" 1965-II-755). 

 
    La citada disposición constitucional ha sido objeto de reglamentación a través de las normas contenidas en la Ley Orgánica de las Municipalidades, cuyo art. 261 establece estos conflictos deben ser comunicados a este Tribunal, el cual "dispondrá que se suspenda la ejecución de las disposiciones controvertidas y la sustanciación del juicio" (art. 261 L.O.M., conf. mod. ley Nº 11.866). En modo congruente, el art. 263 bis, segundo párrafo, del mismo cuerpo normativo también asigna efectos suspensivos a la interposición del conflicto. Queda así estructurado el principio legal conforme al cual la sola presentación de este peculiar tipo de procesos conlleva la suspensión de los actos cuestionados.

      2. Bien es cierto que el criterio arriba referido, tal como lo ha precisado el Tribunal, reconoce excepciones, toda vez que en determinados supuestos éste podrá hallar mérito suficiente para no suspender la decisión impugnada (cfr. causa B-64.253, "Ghironi", res. de 17-07-02). Ello así por cuanto, según ha dicho más recientemente esta Corte, no cabe interpretar la norma del artículo 261 en un sentido mecánico o automático, coligiendo que la sola comunicación de la autoridad que aduce afectación en la esfera de su competencia trae aparejada inexorablemente la suspensión, en tanto, como todo arbitrio cautelar, requiere la necesaria ponderación de las circunstancias por el órgano jurisdiccional (doct. causas B-64.519 y acumulada B-64.471, "Fiscal de Estado c/Municipalidad de Mercedes", res. de 4-12-02; B. 68.114, “Aguirre”, res. del 9—III—05). 

        3. En los artículos 247 a 256 de la L.O.M., se regulan las sanciones aplicables al Intendente y los Concejales, así como los respectivos procedimientos de aplicación (Capítulo X, Dec. ley cit.), fijándose los requisitos a cumplimentarse tanto para el supuesto de suspensión preventiva como para el de destitución. 

        A su turno, el artículo 263 bis, primer párrafo, de la L.O.M. dispone: "Contra las decisiones del Honorable Concejo Deliberante adoptadas con arreglo al procedimiento normado en los arts. 247 a 256 (...) por la que se disponga la suspensión preventiva o destitución del Intendente Municipal o de cualquier otro concejal (...) procederá la revisión judicial por la vía del conflicto que prevé el art. 261 de la presente ley". Tras lo cual, el párrafo segundo agrega: "la promoción del conflicto suspenderá la ejecución de la medida adoptada, la que no hará ejecutoria hasta la resolución definitiva del mismo, o el transcurso del plazo para su interposición, el que será de cinco días" (art. 263 bis, L.O.M., según ley Nº 11.024). La "medida adoptada" objeto de la suspensión que esta norma prevé en el segundo párrafo, podrá constituir tanto la "suspensión preventiva" como la "destitución", toda vez que el precepto no establece distinción alguna entre ambas. Dado que éste es el sentido que naturalmente surge del enunciado normativo, es prudente estar a esa inteligencia de su letra, de la que no cabe prescindir cuando es clara y precisa (doct. causas B-53.795, "Bergez Dillon", sent. de 13-04-93; B-54.834, "D'Agosto", sent. de 06-12-94, "Acuerdos y Sentencias" 1994-IV-420; B-54.557, "Rolla", sent. de 22-04-97, "Acuerdos y Sentencias" 1997-II-315, entre otras). 

      4. No pasa inadvertido que, en anteriores pronunciamientos, este Tribunal ha considerado que la neutralización cautelar, por la mera interposición del conflicto, prevista en el citado art. 263 bis, no opera en el supuesto de impugnarse una suspensión preventiva, básicamente por la propia índole de esta medida y su finalidad —evitar el riesgo de que peligren los intereses de la administración local de continuar su gestión por parte de un funcionario comprometido prima facie en irregularidades (cfr. B-53.698, "Rousselot" res. de 19-03-91; B-54.971, "Pérez", res. de 29-12-92; B-55.321, "Contreras", res. de 17-8-93; B-57.822, "Zuasnábar", res. de 10-12.96; B-63.973, "Intendente Municipal de Carlos Casares" res. de 2-V-02; B-64.468 "López" res. de 4-09-02, entre otras). 

 
      5. Empero, por las razones expuestas en los apartados anteriores, no es dable concluir que, al establecerse en el artículo 263 bis que la medida cuestionada no "hará ejecutoria" hasta la resolución definitiva del conflicto o el transcurso del plazo para su interposición, aquella norma haya pretendido sustraer de los efectos suspensivos al acto de separación preventiva del Intendente o Concejal. Si bien la suspensión preventiva comporta una providencia interina, no hay duda que genera consecuencias que, en modo directo e inmediato, conmueven la esfera jurídica del afectado, al privarlo del ejercicio de su mandato representativo. Por ello, a más de no resultar claramente del texto de la norma si la negación de la ejecutoria concierne a la promoción de la contienda o a la medida adoptada (cfr. la preposición "su" dirigida a la interposición del conflicto) la interpretación restrictiva, arriba apuntada, contradice el principio que, acerca del efecto derivado de la interposición del conflicto, instituye el régimen de la L.O.M.. Tal inteligencia soslaya, además, que tanto en el caso de suspensión preventiva, como en el de destitución, se afecta el ejercicio del mandato representativo conferido a los respectivos funcionarios (doct. causa B. 68.114, “Aguirre”, cit.). 

 
     6. A lo expuesto, cabe añadir que una interpretación plausible de la expresión legal en cuestión, aplicada al ámbito de un procedimiento administrativo especial, debiera significar que, en caso de articularse un conflicto en tiempo y forma, la decisión adoptada por el Concejo —como regla general— no ha de surtir efectos hasta el pronunciamiento definitivo del cuerpo.


      7. Esta es precisamente la doctrina reciente del Tribunal que a partir de las causas B. 65.860 "Gonzalez" y B. 66.400 "Intendente Municipal de General Lamadrid" (ambas resoluciones del 3-IX-03), autorizó la protección cautelar en los supuestos de impugnaciones de suspensiones preventivas, criterio reiterado en la causa B. 66.457 "Ostoich", res. del 10-IX-03 y en la causa B. 68.087 "Lutteral", res. del 15-XII-04.

       8. Por ello corresponde hacer lugar a la solicitud cautelar del señor Lopes, suspendiendo los efectos del decreto de fecha 23—VI—06, por el cual se lo suspendió preventivamente en el ejercicio de su cargo de Intendente de la Municipalidad de Bahía Blanca.

Comuníquese por oficio al Concejo Deliberante para su cumplimiento, con copia de la presente (arts. 196, Const. Prov. y 263 bis y concordantes del decreto ley 6769/58).


Regístrese y notifíquese.






Francisco Héctor Roncoroni

DISIDENCIA


El señor Juez, doctor Soria, dijo:
1. Adhiero al voto de mi colega el Dr. Roncoroni.

2. Los artículos 261 y 263 bis de la Ley Orgánica de las Municipalidades confieren una protección especial a quienes promueven el conflicto municipal frente a determinados actos segregativos que afectan en manera transitoria (la suspensión preventiva) o permanente (la destitución) la continuidad en las funciones de los electos locales (intendentes y concejales), dado el mandato representativo que ellos poseen (cfr. B-66.400, “Intendente Municipal de General Lamadrid”, res. de 3-IX-03; B-65.860, “González”, res. de 3-IX-03; B-66.457, “Ostoich”, res. de 10-IX-03; B-68.087, “Lutteral”, res. de 15-XII-04, entre otras). 

Si bien, como se ha interpretado en tales precedentes, la neutralización de los efectos de la medida segregativa por la mera interposición del conflicto carece de la automaticidad que un examen literal de los textos autorizaría a sostener (de allí que en algún caso se declaró por excepción que no había mérito suficiente para conferir esa eficacia suspensiva (cfr. causa B-64.253, “Ghironi”, res. de 17-07-02) y en otros su pronunciamiento fue diferido (B-68.087, “Lutteral”, de 1-XII-04; B-68.114, “Aguirre”, res. de 9-II-2005)(, no cabe duda que la L.O.M. ha consagrado una modalidad especial, que escapa a los cánones ordinarios relativos al control jurisdiccional de las decisiones emanadas de los órganos gubernativos (leyes, reglamentos, ordenanzas, actos administrativos, etc.). 

El sistema, sobre cuyo mérito no cabe expedirse en esta sede, tiende a asimilar las consecuencias de la interposición del conflicto a las propias de un “recurso” dotado de “efecto suspensivo”. Y en grado más tenue evidencia una función precautoria. Lo primero, resulta del artículo 263 bis, en cuanto dice: “... [l]a promoción del conflicto suspenderá la ejecución de la medida adoptada ...”; lo segundo, está presente en el artículo 261, que exige un pronunciamiento del Tribunal (bien que en forma imperativo(, al establecer que la Corte “... dispondrá que se suspenda la ejecución de las disposiciones controvertidas”.

3. El peculiar diseño dado por el Legislador (similar al vigente en materia de control judicial de los actos del Tribunal de Cuentas, bajo la vigencia tanto del art. 32 de la ley 4.373, como del art. 36 de la ley 10.869 [según ley 12.008 reformado por ley 13.101]; v. causas B-49.635 “Magnanini”, res. 4-XII-84; B-49.943 “Otaduy”, res. 4-XI-86; B-63.785, “Malacrida”, res. de 24-IX-03; B-62.454, “Ruiz”, res. de 7-VII-04; B-63.759, “Teillagorri”, res. de 18-V-05), contrasta con el adoptado por la mayoría de los sistemas reguladores de la impugnación de la validez de las decisiones administrativas o de la constitucionalidad de normas legales y reglamentarias. 

Estos últimos se asientan en la fuerza ejecutoria que se atribuye a los actos controvertidos. Ello explica por qué aparece regulada en cada uno de ellos, en modo más o menos directo, la suspensión de los efectos del obrar cuestionado como medida perteneciente al capítulo cautelar (Arts. 22, 25 y concs., ley 12.008, texto según ley 13.101; 230, 232 en correlación con el Art. 683, del C.P.C.C.; 22, ley 7.166, con sus reformas). De tal forma, salvo que el órgano jurisdiccional acoja la tutela suspensiva que le sea requerida, la ejecución de los actos o normas impugnados no ha de ser detenido o enervado.

A la inversa, en el conflicto municipal las normas relegan a un plano secundario el cumplimiento de los actos impugnados; parten de (y entonces dan primacía a( la eficacia suspensiva que inicialmente asignan a la promoción del litigio (Arts. 261, 263 bis y concs., L.O.M.), lo cual determina que la denegatoria de esa cualidad y la consecuente admisión de la subsistencia de la efectividad de la suspensión o destitución de los electos locales, sólo resultarán, llegado el caso, de una expresa (y, reitero, excepcional( decisión judicial, dada en respuesta a la petición que formule en tal sentido el órgano comunal frente al cual se ha planteado la litis y en función de los elementos de convicción incorporados a la causa.

La diferencia entre ambos sistemas es relevante y fácilmente perceptible.

 
4.
En definitiva, presentado el conflicto local contra la determinación del Concejo y planteada la suspensión que prescribe la ley corresponde al Tribunal disponerla, a menos que del examen del escrito en que se la deduce resultare manifiesta su improcedencia; extremo que, vaya dicho, no aparece configurado en el sub lite (arg. Causa B-66.400, cit.). Ello, claro está, no enerva la posibilidad de resolver luego el cese de tales efectos suspensivos, por ejemplo, frente al planteamiento que fundadamente realizare la autoridad municipal requerida. 

5.
Acordar a los citados preceptos de la L.O.M. la inteligencia antes señalada, al tiempo que respeta la voluntad legislativa, luce congruente con las características cautelares que pudieran atribuírseles. Es que, por un lado, las medidas precautorias deben pronunciarse y cumplirse inaudita parte (arg. Art. 198, C.P.C.C.) y, por el otro, tales providencias son provisionales, flexibles y mutables; pueden ser dejadas sin efecto o modificadas a consecuencia de la petición que se formulare en tal sentido o de un cambio de las circunstancias que las determinaron (arg. Arts. 202 a 204, C.P.C.C.).

6.
Con el alcance señalado y por las demás razones concordantes expuestas en el voto del Dr. Roncoroni, a tono con la jurisprudencia de esta Corte (cfr. Causas B-66.400, cit.; B-65.860, cit.; B-68.114, “Aguirre”, res. de 9-III-05), reitero mi adhesión a la solución que en él se propicia, sin que ello implique pronunciamiento alguno sobre la procedencia de la impugnación articulada en contra del obrar seguido por el Concejo Deliberante de la Municipalidad de Bahía Blanca, cuestión que corresponde dirimir en la sentencia de mérito.


Así lo voto.






Daniel Fernando Soria

Fdo. DL.Pe.Ko.Ge.Hi.

Disid. So.Ro.
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